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Estimado señor: 

Asunto: Criterio sobre asuntos relativos a la administración del recurso humano de la Auditoría Interna del Banco Popular y de Desarrollo Comunal y a la firma de los estados financieros de esa institución por parte del señor Auditor.

Se da respuesta a su solicitud de criterio planteada en nota Nº AG-374-2003 de 16 de setiembre, complementada con la Nº AG-468-2003 de 12 de noviembre, referentes a asuntos sobre la administración del recurso humano de esa unidad y a la firma o validación de los estados financieros de ese Banco por parte del Auditor General.

A efecto de atender sus inquietudes se sigue el orden en que éstas fueron planteadas, no sin antes aclarar que el alcance de la presente respuesta se circunscribirá al análisis de las notas precitadas, dentro del marco de competencia de esta Contraloría General. Adicionalmente, este Órgano Contralor insta a esa Auditoría Interna a abocarse a la tarea de desarrollar su criterio respecto del vasto marco normativo y técnico, y demás regulaciones atinentes a esa entidad bancaria, que guardan relación con la consulta que se atiende en este documento.

1.a)
En lo que corresponde al punto en el que consulta si “Según las necesidades de la oficina y su criterio personal, puede el Auditor General contratar a sus subalternos o colaboradores, sin que resulte necesario para ello, la participación de la Unidad de Recursos Humanos de la institución”, es pertinente considerar lo estipulado en el artículo 24 de La Ley General de Control Interno, que indica:

“ARTÍCULO 24.- Dependencia orgánica y regulaciones administrativas aplicables/ El auditor y el subauditor internos de los entes y órganos sujetos a esta Ley dependerán orgánicamente del máximo jerarca, quien los nombrará y establecerá las regulaciones de tipo administrativo que les serán aplicables a dichos funcionarios.  Los demás funcionarios de la auditoría interna estarán sujetos a las disposiciones administrativas aplicables al resto del personal; sin embargo, el nombramiento, traslado, la suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal, deberán contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano./ Las regulaciones de tipo administrativo mencionadas no deberán afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal; en caso de duda, la Contraloría General dispondrá lo correspondiente.”. (El subrayado no pertenece al texto original)

Al respecto, resulta oportuno citar lo que la Procuraduría General de la República ha manifestado en relación con este punto, en su opinión jurídica OJ-054-2003, de 31 de marzo del 2003, cuyo contenido orienta lo concerniente al asunto objeto de marras y en general es aplicable a toda institución pública.  A continuación se transcribe en lo que interesa dicho pronunciamiento:

“La anterior normativa (se refiere a los artículos 119 y 125 del Código Municipal) es clara en señalar las pautas bajo las cuales las Municipalidades deben hacer la escogencia de sus servidores, en el sentido de que éstas se encuentran obligadas por Constitución y por Ley, a no improvisar, sino a estructurar y aplicar seriamente mecanismos definidos con antelación, dirigidos a comprobar la idoneidad de los funcionarios que ingresen al servicio. De este modo, no es dable interpretar que los funcionarios que desempeñen sus labores en la Auditoría Interna, van a estar cobijados por otro tipo de procedimientos, bajo el argumento de pertenecer a esa Área, toda vez que una conclusión en ese sentido, significaría poner en tela de duda los mismos preceptos constitucionales, que cobijan las relaciones de empleo público, pues se estaría desconociendo el marco jurídico que rige para el empleo municipal. 

En este sentido, y haciendo la salvedad de que el pronunciamiento es anterior a la promulgación de la Ley General de Control Interno en examen, traemos a colación un extracto de un oficio emitido por la Dirección General de Planificación Interna y Evaluación de Sistemas de la Contraloría General de la República, que ilustra la posición del ente contralor respecto a las facultades del Auditor Interno (que se mantienen en el Cuerpo Legal de referencia) sobre el personal a su cargo. Así se indicó: 

‘(...) ha sido criterio reiterado de esta Dirección General, que el Auditor Interno debe actuar como Jefe de su personal, aunque sujeto al respectivo ordenamiento que rige para la entidad. Esto tiene su fundamento en que un buen sistema de administración de personal debe asignar a los jefes de las distintas reas (sic) (léase Áreas) administrativas y operativas de la entidad u órgano, la responsabilidad para decidir sobre remociones, sanciones, promociones y concesión de licencias del personal a su cargo, respetando por supuesto el marco jurídico que rige esa materia... Es decir, no se trata de que el Auditor realice por sí mismo y directamente las funciones que corresponden al Ejecutivo Municipal en materia de personal, sino que de acuerdo con la doctrina y la práctica, es preciso tener en cuenta su criterio antes de proceder a tomar medidas que afecten el personal de auditoría a su cargo.’ (Oficio número 3178 de 23 de marzo de 1993, emitido por la Dirección General de Planificación Interna y Evaluación de Sistemas de la Contraloría General de la República). 

Así las cosas, se observa que los presupuestos vigentes al momento de la promulgación del invocado oficio se mantienen, toda vez que la Ley General de Control Interno, reconoce la participación del Auditor en los respectivos movimientos de personal del Área a su cargo, definiendo eso sí, que tales movimientos deben efectuarse con apego al marco jurídico que rige la entidad correspondiente, en este caso, de acuerdo a las disposiciones que sobre la materia, contiene el referido Código Municipal. 

De este modo, salvo mejor criterio de la Contraloría General de la República al respecto, no podría entenderse que la autorización concedida al Auditor conlleva el otorgamiento de la potestad plena para todos los movimientos del personal de las Auditorías, pues evidentemente ello iría en contra de lo establecido en el Código Municipal respecto a la carrera administrativa en esa sede.”

De esta manera, los movimientos de personal previstos en el artículo 24 de cita, tal como este lo indica, deben efectuarse de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano, en este caso para el Banco (vgr. Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, y su reglamento, Reglamento Interior de Trabajo, III Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo, Reglamento del Procedimiento Disciplinario del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, Reglamento de la Junta de Relaciones Laborales, Código de Ética de los Funcionarios del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, y el Reglamento de Organización y Funciones de la Auditoría Interna, entre otros).
En este sentido, coincide este órgano contralor con el criterio de esa Auditoría Interna, señalado en el referido oficio Nº AG-468-2003, en lo que respecta a que “los movimientos del personal que labora para la Auditoría Interna (nombramiento, traslado, licencias) deben ser tramitados a través de las instancias técnicas competentes en materia de administración del recurso humano de la institución, ...”.  Al respecto, considérese que de conformidad con lo previsto en el referido artículo 24 de la Ley General de Control Interno, lo que corresponde es que la administración cuente con la autorización del titular de la auditoría interna (tema sobre el cual ya se ha pronunciado este órgano contralor; por ejemplo, en oficio Nº 05643 de 2 de junio de 2003, DI-CR-216), no solo por la aplicación del principio de legalidad que cobija a esa institución financiera, sino también en resguardo del mejor interés institucional en cuanto a que se observó lo que estipula el ordenamiento jurídico.

El requerimiento dispuesto por dicha Ley General de Control Interno en su artículo 24, referente a la autorización del titular de la unidad de auditoría interna para los movimientos de su personal, es un requisito más que impone nuestro ordenamiento jurídico y que debe agregarse a los ya existentes en las instituciones en cuanto involucre al personal de ese tipo de unidades.
Es pertinente señalar que la disposición del artículo 24 se redactó en razón de la arbitrariedad con la que en el pasado reciente más de una administración manejó los asuntos de personal en las unidades de auditoría interna.  Pasando por alto, además, la sana y elemental práctica de requerir el criterio del superior de los funcionarios de esas unidades, quien tiene la responsabilidad por el buen funcionamiento de los procesos a su cargo y, además, debe rendir cuentas ante sus superiores.

Sobre el particular, tal como lo ha indicado en otras oportunidades este Órgano Contralor (vgr. oficio Nº 00138, DI-CR-005, de 8 de enero del 2004), el hecho de que el titular de la auditoría interna no dé su autorización para que se proceda a efectuar el movimiento de su personal, no implica necesariamente que el jerarca, o quien esté designado legalmente para realizar el movimiento, deba acatar lo que indica aquel titular.  En este caso, si existen posiciones encontradas e irreconciliables, de conformidad con el artículo 24 de la citada Ley General de Control Interno corresponde a esta Contraloría General de la República disponer lo pertinente; excepto que el afectado ventile el asunto en sede jurisdiccional.

De conformidad con lo expuesto, y en consonancia con lo establecido en el artículo 24 supracitado, no se trata de que el auditor realice por sí mismo y directamente los movimientos de personal que se requieran en su unidad, cuyas funciones se han asignado orgánicamente a otra unidad –en este caso a la Unidad de Recursos Humanos-; sin embargo, como se indicó, en su tramitación se debe contar con su autorización de previo a la aplicación del movimiento de que se trate.

1.b)
Respecto de las interrogantes que usted plantea para el caso de “alguna incorrección en su comportamiento, susceptible de generar responsabilidad disciplinaria, atribuible a uno de los funcionarios de la Auditoría”, se tiene lo siguiente:

Tal como lo indicó esta Contraloría General mediante oficio Nº 00717 de 25 de enero de 2002 (DI-CR-10), a los funcionarios de las unidades de auditoría interna le aplican las mismas normas, en materia de procedimientos administrativos, que a los demás funcionarios de los entes y órganos de la Administración Pública, así como las demás regulaciones que eventualmente deban ser observadas, en el entendido de que no rozan con la legislación aplicable.  Para el caso del auditor y subauditor interno, se debe observar lo instituido en el artículo 15 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

En el citado oficio Nº AG-468-2003 esa Auditoría Interna indicó:

“Es criterio de esta oficina que en caso de que alguno de los funcionarios de la Auditoría Interna se comporte de forma cuestionable y por tal razón exista la posibilidad de suspenderlo o despedirlo de la institución, un Órgano Director del Procedimiento Administrativo conformado por funcionarios de la administración activa (de conformidad con la prohibición establecida en el artículo 34 de la Ley General de Control Interno), debe hacer las investigaciones pertinentes con el fin de determinar la verdad real de los hechos de conformidad con lo establecido por la Ley General de la Administración Pública (artículo 214 siguientes y concordantes)/ Una vez terminada la investigación éste debería trasladar su recomendación final a la instancia competente para lo de su cargo, de conformidad con el procedimiento interno establecido, misma que luego remitirá su recomendación, al Auditor General, con el fin de que este resuelva lo que en su criterio corresponda (absolución, amonestación, suspensión o despido).”. (El destacado no pertenece al texto original)

Considerando lo antes transcrito, y estableciendo la correspondiente relación con lo consultado por esa Auditoría mediante el oficio Nº AG-374-2003 supracitado, se indica lo siguiente:


i.
En lo referente a la conformación del órgano director con funcionarios de la propia unidad de auditoría, asunto que se encuentra ligado al punto 1.b de su consulta, se tiene que en atención a lo previsto en el referido artículo 34 inciso b) de la Ley General de Control Interno, el auditor y subauditor internos y los demás funcionarios de la auditoría interna no podrán formar parte de un órgano director de un procedimiento administrativo, situación que incluso es precisada por esa Auditoría en el oficio al que corresponde la transcripción anterior.


ii.
Respecto de la afirmación de que, dentro del contexto de lo antes transcrito, el Auditor “resuelva lo que en su criterio corresponda (absolución, amonestación, suspensión o despido)”, es necesario indicar que esa frase no puede entenderse con la amplitud con que pareciera que esa Auditoría lo interpreta, pues ello estrictamente debe encontrarse acorde con lo que dispone el ordenamiento jurídico y técnico vigente.  En ese sentido, debe observarse que lo previsto en torno a ese punto por el artículo 24 de la precitada Ley General de Control Interno, consiste, como ya se comentó, en que para efectos de los movimientos de personal que afecten a funcionarios de la auditoría interna, la administración cuente con la autorización del titular de esa unidad de auditoría.  


Sobre el particular, se tiene que el auditor, como cualquier jefe de unidad, debe conocer de las gestiones y acciones que se están realizando en la institución que tengan como consecuencia posibles movimientos de su personal, situación que incluye obviamente los que eventualmente puedan originarse en la determinación de responsabilidades disciplinarias, porque tales movimientos podrían tener un efecto directo en la productividad y eficacia del trabajo, de cuyos resultados es responsable, y como administrador de su unidad tiene que tomar las previsiones necesarias.

También, es evidente que en este punto es necesario que quien ostente la potestad disciplinaria de la institución traslade el expediente al titular de la auditoría interna para que valore lo actuado, en razón de que aún no habría girado órdenes para que se sancione al funcionario y, además, el auditor dispondría de elementos de juicio para dar la autorización o denegar con fundamento el respectivo movimiento de personal. De esta manera, el auditor podría denegar la autorización si en el expediente no constara que se cumplió con los requisitos establecidos al efecto. En consecuencia, el procedimiento debería rectificarse en lo que corresponda o inclusive iniciarse nuevamente.


Asimismo, el auditor podría denegar la autorización si razonadamente hace ver la falta de correspondencia, proporcionalidad y razonabilidad entre las causales invocadas y la sanción que eventualmente se impondría.  Sobre este particular, obviamente el auditor tiene que hacer uso de su juicio y del mejor criterio dentro de las circunstancias para argumentar, según su leal saber y entender, acerca de lo que considera procedente.  De esta forma, si el auditor denegara la autorización y quien ostente la potestad disciplinaria de la institución no aceptara sus argumentos, lo que procedería es, como se indicó, enviar el asunto a este Órgano Contralor para que disponga lo pertinente.

A este respecto, es importante que el auditor (al igual que todos los servidores del Banco( tenga claro cuáles son las causales que dan lugar a sanciones disciplinarias, de lo que se desprende la necesidad de que éstos conozcan en forma suficiente las obligaciones, disposiciones, reglamentos, regulaciones u otros, que les resulta aplicables –entre ellos las causales de responsabilidad que establece la Ley General de Control Interno- y cuyo incumplimiento o inobservancia implicarían que el  funcionario incurra en responsabilidad administrativa. 


En caso de que quien ostente la potestad disciplinaria de la institución ordenara la suspensión o el despido del funcionario, sin solicitar la autorización del titular de la auditoría interna o desatendiendo su denegación, corresponde al servidor bancario proceder según corresponda, o acudir a las instancias competentes en protección de sus derechos laborales.  


iii.
En punto a su consulta respecto de “si recae sobre el Auditor General la potestad disciplinaria requerida para: b.2.1- ordenar la aplicación de cualquier medida disciplinaria (amonestación, suspensión, despido) recomendada por el Órgano Director en contra de alguno de sus subalternos o colaboradores; b.2.2- responder a los recursos que el funcionario sancionado puede presentar contra su resolución; b.2.3- dar por agotada la vía administrativa y finalmente; b.2.4- representar a la institución en la vía judicial?”, se indica lo siguiente:


-
Respecto del punto b.2.1 en referencia, es  conveniente retomar lo señalado por esta Contraloría General, mediante oficio Nº 5883 de 20 de mayo de 1996,  emitido por la entonces Dirección General de Asuntos Jurídicos, que sobre el particular indica:

 “El jerarca de la institución es el encargado de decidir la apertura de un procedimiento administrativo y debe nombrar al efecto a un órgano director. Una vez constituido el órgano director, le corresponde a éste abrir el proceso y seguir el procedimiento. Al final, el órgano director emite una recomendación, aquí se pueden sugerir incluso sanciones; no obstante el que resuelve es el jerarca...” (El destacado no pertenece al texto original)


El artículo 102 inciso c) de la Ley General de la Administración Pública, asigna al superior jerárquico del funcionario cuestionado la competencia para ejercer la potestad disciplinaria, a menos que por ley especial se le haya otorgado esta competencia a otro funcionario.  

De conformidad con lo anterior, al no ser el Auditor el superior jerárquico de la institución y, por ende, no recaerle la potestad disciplinaria –con la excepción que seguidamente se señala–, no le corresponde con ocasión de procedimientos disciplinarios que se ejecuten en contra de alguno de sus subalternos, resolver ni ordenar la aplicación de las medidas disciplinarias respectivas.  Cabe aclarar que en materia de sanciones menores, que no ameriten la instauración de un órgano director, dicho titular aplicará aquellas para las que el ordenamiento le confiera la potestad correspondiente.


-
En cuanto a los punto b.2.2 y b.2.3, corresponde al órgano director o al superior jerárquico responder los recursos que el funcionario sancionado pueda presentar en contra de sus actuaciones, dependiendo de la fase en que se encuentre el procedimiento administrativo.  Además, es a dicho superior jerárquico a quien le compete dar por agotada la vía administrativa.


-
 Respecto de la representación de la institución en vía judicial, ésta recae en la instancia que ostente tal facultad, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente.


De conformidad con lo indicado, se colige que los movimientos de personal y aplicación de sanciones por responsabilidad administrativa de los funcionarios de esa unidad de auditoría, y demás acciones relacionadas, deben hacerse con estricto apego al ordenamiento jurídico y técnico correspondiente, el cual constituye el marco de referencia en que el auditor debe apoyarse para llegar a una razonable conclusión, y extraer elementos de juicio a fin de sustentar su criterio para dar o no la autorización respectiva. 


2.
En lo que respecta a los asuntos planteados en su consulta sobre la firma o validación de los estados financieros de ese Banco por parte del Auditor General, se tiene, en primer término, lo que esa Auditoría señaló:

“... nos parece que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 22, 32 y 33 de la Ley General de Control Interno, no forma parte de las funciones y competencia propias de la Auditoría Interna:  Validar, es decir, dar firmeza o validez, a documentos u operaciones producidos por la administración activa tales como estados financieros o criterios jurídicos, más aún si consideramos que por su naturaleza podrían llegar a ser de dominio público.”

Como parte de las competencias de la auditoría interna, el inciso i) del artículo 22 de la Ley General de Control Interno, preceptúa que compete a esta unidad “Las demás competencias que contemplen la normativa legal, reglamentaria y técnica aplicable, con las limitaciones que establece el artículo 34 de esta Ley”.  En razón de ello, es necesario que esas otras competencias se analicen a la luz del ordenamiento jurídico y técnico.

El artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional establece:

“Artículo 18.- Los balances, cuentas y estados de los bancos que se remitan al Superintendente General de Entidades Financieras, deberán ser firmados por el Contador y el Gerente, y refrendados por el Auditor del respectivo banco, quienes serán solidariamente responsables de la exactitud y corrección de tales documentos.” (El destacado no pertenece al texto original)


Además, mediante el Acuerdo SUGEF 12-96, publicado en La Gaceta Nº 231 de 2 de diciembre de 1996, el Consejo Directivo de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) aprobó directrices que rigen las labores de las auditorías internas en los entes fiscalizados por esa Superintendencia, entre las que se encuentra lo siguiente:

“2. Información/ 2.1 Refrendar la información que los intermediarios financieros remitan a la SUGEF, por lo cual será solidariamente responsable de la exactitud de la misma, conforme a lo establecido en el Artículo  18 de  la Ley  Orgánica  del  Sistema  Bancario  Nacional...” (El destacado no pertenece al texto original)

Por su parte, ante consulta planteada por la entonces Superintendente General de Entidades Financieras en relación con el término refrendo del referido artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y el acatamiento obligatorio del referido Acuerdo SUGEF 12-96, la Procuraduría General de la República emitió el pronunciamiento Nº C-022-98 del 13 de febrero de 1998, en el que indica, entre otros asuntos, lo siguiente: 

“...me refiero a su atento oficio, SUGEF-64-98 de 9 de enero último, por medio del cual consulta el criterio de la Procuraduría General en cuanto a los alcances del término refrendo del artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional y el acatamiento obligatorio del Acuerdo SUGEF 12- 96, por parte de las entidades sujetas a la fiscalización de la Superintendencia./.../ La consulta tiende, entonces, a establecer el carácter obligatorio de un Acuerdo de la SUGEF, que prevé el refrendo de informaciones por parte de los auditores internos y la responsabilidad solidaria de éstos en los términos del artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional./ A-. EL CARACTER OBLIGATORIO DE LAS DIRECTRICES Y NORMAS EMITIDAS POR LA SUPERINTENDENCIA/ ... la SUGEF ejerce sus actividades de supervisión y fiscalización ‘sobre todas las entidades que lleven a cabo intermediación financiera’./ ...Las normas necesarias para el funcionamiento y, por ende, el ejercicio de sus competencias, son dictadas por el Consejo Directivo de la SUGEF. A esa potestad de normación, se une una potestad directiva: el Consejo Directivo puede dictar directrices a los entes fiscalizados...En efecto, la Ley regula el efecto de los actos de regulación y dirección, disponiendo en el último párrafo del artículo 119 :/ ‘Las normas generales y directrices dictadas por la Superintendencia serán de observancia obligatoria para las entidades fiscalizadas’./ En consecuencia, esas entidades fiscalizadas deberán acatar tanto las normas generales, reglamentarias o no reglamentarias, como las directrices.../... La directriz, al ser obligatoria, puede ser considerada como una manifestación de la potestad normativa que la ley le atribuye a la SUGEF en tanto órgano de vigilancia y control del sector financiero del país. Si corresponde a la Superintendencia vigilar y comprobar el cumplimiento de la disciplina del sector bancario, se comprende que los actos que dicte, dirigidos a permitir tal vigilancia y comprobación, deban ser obligatorios, tanto para ella misma como para sus destinatarios./ ..../ Por otra parte, el ámbito material de la potestad de regulación de la SUGEF es amplio. Así, el Consejo Directivo podrá reglamentar el registro contable de las operaciones de las entidades fiscalizadas, la clasificación y calificación de la cartera de créditos y demás activos de las entidades fiscalizadas, provisión o reservas de saneamiento, los procedimientos para que las fiscalizadas calculen su patrimonio, o sobre la información que deben suministrar las entidades fiscalizadas./ Asimismo, podrá regular el control interno por parte de las auditorías internas de las entidades fiscalizadas. Dispone el inciso n) del citado artículo 128: ‘Dictar directrices generales aplicables a las auditorías internas de los entes fiscalizados, con el fin de que estas ejecuten debidamente las funciones propias de su actividad y velen porque los entes fiscalizados cumplan con las normas legales y las establecidas por el Banco Central y la Superintendencia’./ Consecuencia de esa facultad, las auditorías internas de los entes fiscalizados deberán acatar las directrices que emita el Consejo Directivo en relación con el control que deben ejercer dentro de la entidad en que laboran... Conforme el artículo 119, in fine, antes transcrito, esas ‘directrices’ serán obligatorias./ B-. LA OBLIGATORIEDAD DEL ACUERDO 12-96/ El Consejo Directivo de la SUGEF aprobó el Acuerdo SUGEF 12-96, que contiene ‘directrices’ que regirán la labor de las auditorías internas de los entes fiscalizados. Dichas ‘directrices’ se refieren tanto a los controles como a la información que debe ser remitida a la Superintendencia. En relación con esta última, el punto 2.1 del Acuerdo dispone : ‘Refrendar la información que los intermediarios financieros remitan a la SUGEF, por lo cual será solidariamente responsable de la exactitud de la misma, conforme a lo establecido en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional’.../ Se consulta si lo acordado por la SUGEF es obligatorio. A partir de lo dispuesto en el artículo 119, in fine, antes transcrito y del propio texto del Acuerdo 12-96 cabría concluir que, efectivamente, es obligatorio para todos los entes fiscalizados por la Superintendencia/..../ La potestad normativa de la Superintendencia General de Entidades Financieras sobre las auditorías internas de los entes fiscalizados, no podría ser discutida en tanto se dé en el ámbito material dispuesto por la Ley. Las auditorías internas son parte del ente fiscalizado, luego éste está sujeto a las potestades fiscalizadoras (comprensivas de una potestad normativa o reguladora) de la SUGEF; ergo, las auditorías pueden ser objeto de fiscalización en los términos que la ley lo prevé (artículo 119, primer párrafo de la Ley Orgánica del Banco Central)./ Tomando en cuenta las funciones que el ordenamiento ha confiado a la SUGEF, se comprende que pueda definir la información que le deba ser remitida por los entes fiscalizados, incluso los bancos del Sistema Bancario Nacional y que regule la participación de los auditores internos en el envío de esa información... Consecuentemente, puede regularse las condiciones en que debe remitirse la información y éstas establecer la firma del auditor interno del ente como parte del control que éste debe ejercer sobre documentos e informes del ente./ .../ CONCLUSION:/ Por lo antes expuesto, es criterio de la Procuraduría General de la República que: .../ 3-. En ejercicio de sus competencias, el Consejo Directivo puede regular el ejercicio del control interno por parte de las auditorías internas de los entes fiscalizados, ‘con el fin de que éstas ejecuten debidamente las funciones propias de su actividad y velen porque los entes fiscalizados cumplan con las normas legales y las establecidas por el Banco Central y la Superintendencia’./ 4-. Por disposición de Ley, el Consejo Directivo de la SUGEF puede decidir qué información tendrán que remitir las entidades fiscalizadas a la Superintendencia, facultad que puede ser ejercida sobre todas las entidades fiscalizadas, independientemente de su naturaleza bancaria o no./ 5-. No puede considerarse que dicho Consejo excede su competencia al disponer que las auditorías internas ‘refrendarán’, la información a que se refiere el punto anterior, con el objeto de que se controle la exactitud de la misma...”. (El destacado no pertenece al texto original) 


Por su parte, la Superintendencia General de Entidades Financieras, mediante circular externa SUGEF-13-98 de 23 de junio de 1998, en la que define el término “refrendar”, indica lo siguiente:

“A LOS GERENTES DE LOS BANCOS PUBLICOS, PRIVADOS, COOPERATIVOS, SOLIDARISTA, ENTIDADES FINANCIERAS NO BANCARIAS, ORGANIZACIONES COOPERATIVAS DE AHORRO Y CREDITO, MUTUALES DE AHORRO Y PRESTAMO Y LAS ENTIDADES AUTORIZADAS DEL SISTEMA FINANCIERO NACIONAL PARA LA VIVIENDA SUJETAS A LA FISCALIZACION DE LA SUPERINTENDENCIA GENERAL DE ENTIDADES FINACIERAS/ La Superintendente General considerando que:/ 1.1. El punto 2.1. del Acuerdo SUGEF 12-96 "Directrices generales aplicadas a las auditorías internas de los entes fiscalizados", establece que los Auditores Internos deben refrendar la información que los intermediarios financieros remitan a esta Superintendencia./ 2. El término refrendar desde su acepción corriente señalada en el Diccionario de la Real Academia se define como: " firmar, autorizando un documento que no es propio, haciéndolo suyo"./ 3. En la práctica contable "refrendar" contempla el examen y la evaluación de la integridad de la información financiera y operativa, el cumplimiento de las políticas, planes, procedimientos, normas y reglamentos, así como la revisión de los medios utilizados para salvaguardar los activos y la evaluación del plan anual de la auditoría interna./ 4. El Auditor interno trabaja "bajo pruebas selectivas" sin necesariamente abarcar todos los rubros de los estados financieros, sino aquellos de mayor importancia de acuerdo con su criterio. Es materialmente imposible que un auditor interno realice - cada mes- una verificación completa de todas las cuentas del balance para proceder al refrendo entendido desde el punto de vista contable./ DISPONE:/ Que el término REFRENDAR para los efectos que se establece en el punto 2.1. del Acuerdo SUGEF 12-96, se entienda como:/ ‘Verificar que cada una de las líneas de las cuentas que integran los estados financieros fueron extraídos de los folios de los libros legalizados u hojas legalizadas que la entidad lleva para la contabilización de sus transacciones. Así como la respectiva verificación de la suma de los Estados Financieros’.” (El destacado no pertenece al texto original)

Por su parte, en lo que respecta a temas relacionados con el asunto objeto de marras, que han sido abordados por esta Contraloría, se tiene que en oficio Nº 001160 de 30 de enero de 1995, emitido por la entonces Dirección General de Planificación Interna y Evaluación de Sistemas, se indicó:

“...la manera en que se puede asegurar con cierto grado de certeza que los estados financieros transmiten sin ambigüedad información adecuada, es a partir de verificar que gozan de la propiedad de expresar esa información razonablemente, lo cual se logra por medio de la auditoría financiera que puede ejecutar tanto un auditor externo como uno interno./ El asunto es que si dicha verificación la hace un auditor interno es válida en el tanto se haya cumplido con las normas técnicas y los procedimientos de auditoría correspondientes, pero no tiene eficacia, por así decirlo ante terceros, por la falta, cierta o no, de independencia de aquel atribuible al hecho de ser parte de la organización en la entidad que audita.../ En consecuencia, prohijamos el concepto de “razonabilidad” arriba citado, y compartimos el punto de vista de que dicha razonabilidad se evidencia particularmente si un profesional en la materia así lo manifiesta, teniendo claro entonces que si la declaración (comunicación de resultados del estudio) la hace un auditor externo, ese acto trasciende las fronteras de la entidad a que pertenecen los estados financieros auditados, y si la hace un auditor interno su declaración tendrá valor únicamente hacia lo interno de la entidad...”. (El destacado no pertenece al texto original)

Asimismo, mediante oficio Nº 002102 de 26 de febrero de 1999, emitido por la referida Dirección, se indica:

“En relación con el punto en consulta, creemos pertinente indicar que esta Oficina ha analizado en ocasiones anteriores, la procedencia de que la unidad de auditoría interna emita opinión sobre los estados financieros de la institución en la cual brinda sus servicios, y ha concluido, a la luz de la doctrina, la técnica y la práctica, que tanto la auditoría externa como la unidad de auditoría interna pueden realizar estudios de auditoría financiera y por ende emitir una opinión sobre los estados financieros.  Aquí es menester aclarar que, por la naturaleza propia de cada una de esas auditorías, se dan algunas diferencias y la mayor de ellas radica en el medio que utiliza cada cual para informar los resultados, en el tanto que la auditoría externa en el mayor número de casos emitirá un dictamen, mientras la auditoría interna los comunicará mediante otro tipo de informes.  Otra diferencia que se da es en cuanto al uso, pues en el primer caso puede ser utilizado el dictamen para fines internos o externos, en tanto que el informe del auditor interno carece de eficacia, por así decirlo, ante terceros.”. (El destacado no pertenece al texto original).

Considerando lo transcrito, y en punto a lo planteado en sus referidos oficios Nos. AG-374-2003 y AG-468-2003 respecto de la “validación” de documentos por parte del Auditor General, se estima pertinente señalar que el concepto funcional de auditoría interna, previsto en el artículo 21 de la Ley General de Control Interno, debe entenderse como un todo integrado, contemplando lo establecido por la doctrina y la técnica. De esta forma, al considerar a la auditoría interna como “la actividad independiente, objetiva y asesora, que proporciona seguridad al ente u órgano, puesto que se crea para validar y mejorar sus operaciones”, no resulta correcto entender el término “validar” como un acto puntual, sino que debe comprenderse como parte de un proceso amplio que en su conjunto contribuye al logro de los objetivos institucionales mediante la evaluación del quehacer de la entidad, y la correspondiente emisión de recomendaciones aplicables en áreas susceptibles de mejoras, todo lo cual proporciona a la ciudadanía una garantía razonable de que la administración de la entidad se ejecuta conforme al marco legal y técnico y a las prácticas sanas.

Respecto de lo planteado en el punto 2 de su consulta, del que se desprende por el contexto un uso del término “validar” como equivalente de “refrendar” -éste último contemplado en el artículo 18 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, y en el Acuerdo SUGEF 12-96-, se tiene que el alcance de este se encuentra debidamente delimitado y definido en la precitada circular externa SUGEF-13-98, el cual, para efectos del asunto objeto de marras, se ve complementada, en forma análoga, por lo señalado por esta Contraloría en el referido oficio Nº 002102, en el sentido de que “el informe del auditor interno carece de eficacia, por así decirlo, ante terceros.”.  

El refrendo en comentario, que en sí consiste en una certificación de saldos, de conformidad con la citada circular y dadas las competencias de la SUGEF, en criterio de esta dependencia, en general no se contrapone con lo regulado por la Ley General de Control Interno, por cuanto siendo la Auditoría un órgano independiente dentro de la organización bancaria, podría suministrar dicho servicio para con la información financiera que prepara la administración para la fiscalización que corresponde a esa Superintendencia.   

En el caso de otro tipo de refrendo o certificaciones que se requieran de la Auditoría, conviene que en cada uno de ellos se realice un análisis puntual a la luz de lo dispuesto por el ordenamiento, y si persisten dudas el asunto se eleve para resolución de la asesoría legal de esa entidad bancaria.

  
En cuanto a las responsabilidades que “podría asumir el Auditor o colaborador de éste, que firme (valide) documentos como los antes mencionados”, serían las previstas por ley, en caso de que se determine algún hecho irregular que les pueda ser atribuido.   

A mayor abundamiento, en caso de que esa Auditoría Interna estime pertinente conocer la totalidad del contenido de los oficios citados en este documento, emitidos por esta Contraloría General, se le informa que éstos, u otros sobre temas de interés, pueden ser consultados en la página web de este órgano contralor, en la dirección electrónica www.cgr.go.cr (Productos/Servicios, Compendios, Todos –sectores-, Todos –temas-, Compendio de pronunciamientos, criterios y directrices en materia de Auditoria Interna y Control Interno).
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